Boletín N° 1510-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley sobre probidad administrativa de los órganos de la Administración del Estado.

_______________________________________________________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la presencia y colaboración permanente del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Genaro Arriagada Herrera, y de los abogados asesores de esa Secretaría de Estado, don Rolando Pantoja Bauzá y don Alejandro Ferreiro Yazigi.

		-------- 

	Con el fin de disponer de mayores antecedentes sobre la materia a que se refiere la iniciativa en informe, vuestra Comisión tuvo a la vista la legislación que ella modifica, el  Informe de la Comisión Nacional de Ética Pública � y el estudio de la Unidad de Estudios y Publicaciones de la Biblioteca del Congreso Nacional  sobre “El deber de probidad de los funcionarios de la Administración Pública en la legislación comparada”, relativo a las distintas técnicas de fiscalización de la actividad administrativa empleadas en España, Estados Unidos y Francia.

Antecedentes generales.

	El artículo 38 de la Constitución Política de la República establece que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.

	En cumplimiento de ese mandato constitucional se ha dictado la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, la que en su artículo 7° impone a los funcionarios que la integran el deber de observar estrictamente el “principio de probidad administrativa, que implica una conducta funcionaria moralmente intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado” �.

Minuta de la idea matriz o fundamental y contenido del proyecto.

	La idea matriz o fundamental del proyecto es desarrollar el principio de la probidad administrativa en un cuerpo normativo  que regule los diferentes aspectos vinculados con ella, inherentes al desempeño de funciones en la Administración del Estado.

	El proyecto original contemplaba el principio de la probidad administrativa en forma independiente, en un marco regulador ajeno al de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado �, lo que, desde ya,  generaba dudas en cuanto a la naturaleza jurídica de las normas propuestas �, a la luz de lo prevenido en el artículo 38 de la Carta Fundamental.

	Vuestra Comisión consideró -- y el Gobierno aceptó – que las normas relativas a la  probidad debían ser incluidas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y no en  una ley especial, lo que  llevó al Ejecutivo  a  presentar una indicación sustitutiva con fecha 24 de enero de 1996, que es, precisamente, la que se informa y se acoge en sus aspectos más relevantes.

	El proyecto que vuestra Comisión ha aprobado consulta un total de cinco artículos permanentes y cuatro disposiciones transitorias que, en síntesis y en el orden que se expresa:

Modifican, en aspectos puntuales, la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, para incorporar entre los órganos de la Administración a los gobiernos regionales; señalar los principios que debe observar la Administración, y excluir las disposiciones relativas a la probidad, materia esta última que se aborda en forma integral en un título nuevo.

Incorporan, a la referida ley, un título III,  nuevo,  relativo a la probidad administrativa.

Modifican la Ley Orgánica Constitucional sobre Municipalidades, el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales, para incorporar en esos textos legales, los principios relativos a la probidad administrativa.

Fundamentos del proyecto.

	Se destaca en el Mensaje que el proyecto en informe recoge las  recomendaciones de la Comisión Nacional de Ética Pública en torno a la necesidad de desarrollar un cuerpo normativo coherente y sistemático que contenga disposiciones relativas a la probidad en el desempeño de la función pública.

	Dicha Comisión, como se recordará,  tuvo como objetivo central el estudio y la elaboración de propuestas políticas y legislativas sobre la probidad, transparencia y responsabilidad ética.

	Para fortalecer y resguardar la ética pública, es de opinión que deben incorporarse en la Constitución los principios de la probidad administrativa y de la transparencia, con lo cual servirían de marco referencial para toda actuación de los agentes públicos, cualquiera que sea el poder u órgano del Estado en que se desempeñen, su rango o calidad.

	En su diagnóstico relativo a las necesidades de la ética pública, señaló que era posible constatar en el sistema jurídico nacional una desigual y dispersa normativa para cautelar la probidad en la función pública. Sobre esa base, estimó urgente homologar y uniformar toda la gama de normas vinculadas al tema, en un cuerpo único aplicable a toda la Administración, tanto centralizada como descentralizada.

	Instó por el establecimiento de un Código de Probidad Pública aplicable a todos los que se desempeñen en la Administración Pública. El establecimiento de un régimen de obligaciones, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades de aplicación general, en que se contendrían los principios y reglas comunes a todo funcionario, permitiría dar mayor claridad, certeza y seguridad sobre lo que se debe o no se debe hacer, con el consiguiente fortalecimiento de la ética pública.

	Con todo, resaltó que el éxito de los esfuerzos tendientes a asegurar la primacia de la responsabilidad, transparencia, eficiencia y probidad en la gestión pública no puede basarse, exclusiva ni principalmente, en el establecimiento de obligaciones y sanciones. Debe estar asociado a la existencia de funcionarios públicos adecuadamente estimulados y remunerados, en el marco de un sistema que incentive y distinga la excelencia de su desempeño. Para tal fin, sugirió fortalecer y perfeccionar la carrera funcionaria mediante la incorporación de una estructura de incentivos que propenda a que en la Administración ingresen, asciendan y permanezcan los más idóneos; revalorizar el rol del funcionario público; mejorar el sistema de remuneraciones de los agentes públicos, estableciendo una mayor vinculación entre aquéllas y el mérito y desempeño funcionario, y perfeccionar el sistema de calificaciones.

	El Ministro Secretario General de la Presidencia, don Genaro Arriagada Herrera, señaló que con la elaboración y envío al Parlamento de este proyecto, el Gobierno ha querido responder con fidelidad al espíritu y contenido de la recomendación formulada por la referida Comisión, en orden a la necesidad de dictar un “Código de Ética Pública”.

	Agregó que el proyecto  satisface una necesidad normativa cuyo mérito propio es indiscutible, pero que también persigue objetivos hermenéuticos y pedagógicos, en la medida que pretende inspirar la interpretación del resto del ordenamiento aplicable a la Administración, así como la actuación concreta de sus órganos. Por lo tanto, en caso de duda, el verdadero sentido y alcance de los pasajes oscuros de una norma administrativa deberá entenderse del modo que más conforme parezca al debido respeto del principio de probidad.

	Por otro lado, en cuanto el proyecto pretende ser un cuerpo sistemático sobre  la materia, se facilita su divulgación, comprensión y cumplimiento por todos los llamados a respetarlo. 

Discusión y aprobación en general del proyecto.

Durante la discusión en general, el debate se centró primordialmente en el ámbito de aplicación de esta ley.

Algunos señores Diputados fueron de opinión de que había que hacer una diferencia tajante entre la administración central o descentralizada del Estado. Una empresa pública no debería, en principio,  estar sujeta a esta normativa.

	Lo anterior, por cuanto a su juicio,  la filosofía de la Constitución respecto de la intervención del  Estado en la vida económica es que la empresa pública actúa en la vida económica como si fuera una empresa privada. O sea, la concepción que existe de la empresa pública en nuestro ordenamiento constitucional de 1980 es que ella se rige por la ley común. Ello se contrapone con la concepción tradicional de la empresa pública de que ella cumplía un servicio o un objetivo social; o sea, era una repartición pública especial. Si bien la ley de Bases las nombra, después desarrolla sólo lo que se considera la administración central. 

Encuentran que es absurdo que los funcionarios de ellas tengan que regirse en su actuación por iguales normas  que un funcionario público, porque es discutible que su estatuto jurídico corresponda al de un funcionario público. Se rigen, más bien, por el Código del Trabajo y se le aplica el estatuto del funcionario público sólo para el efecto de la responsabilidad penal. 

Concebir la empresa pública como una extensión de un servicio público denota retraso, por lo que debería excluirselas.

. 	Otros, en cambio, partiendo del supuesto que las empresas públicas son del Estado, consideran que no se les puede dar un estatuto especial. En lo que  se refiere a los requisitos de idoneidad, de moralidad y de probidad, creen que deben estar sujetas a un estatuto distinto del de las empresas privadas o, si no, deben privatizarse, si con ello se afecta su funcionamiento. 

	Otros, sin discrepar de las ideas anteriores, señalaron que debería haber una disposición que dijera, por ejemplo, que aquellas empresas públicas donde el Estado tenga participación deben incorporar, dentro de sus estatutos o de sus regulaciones laborales, las normas de probidad que esta ley considera, lo que resuelve el problema.

	En donde  sí hubo coincidencia de pareceres fue en la inclusión de los otros poderes del Estado en el ámbito de esta ley.

Ante esa opinión, los asesores del Gobierno aclararon que el criterio de éste es ampliar al máximo el ámbito de aplicación de esta ley. 

Sobre el particular, se recordó que la Comisión Nacional de Ética Pública recogió esta inquietud, ya que la idea es que todo el que ejerce una función pública, de cualquier naturaleza o jerarquía que ella sea, en cualquiera de los poderes, organismos, entidades o empresas del Estado, debe observar estrictamente el principio de probidad, consistente en mantener una conducta moralmente intachable y una entrega honesta y leal al desempeño de su cargo o función, con preeminencia del interés público sobre el privado.

	Asimismo, toda función pública debe ejercerse con transparencia de manera que se permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en el ejercicio de ellas, sin perjuicio de la materia que, por razones de seguridad e interés nacional, calificados por la ley deba mantenerse en secreto.

	En ese entendido, las leyes y estatutos que reglan el funcionamiento de los poderes, organismos, entidades y empresas del Estado deben contener normas de acuerdo con las cuales todas las personas que ejercen funciones en ellos, sin excepción, quedan sujetos a responsabilidad administrativa por infracción de los principios de probidad y transparencia, sin perjuicio de la responsabilidad política, civil o penal que pueda afectarles. 

Se hizo presente, siempre desde un punto de vista general, que  varias de estas materias están tratadas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, lo que llevo a preguntarse, como primera cuestión, cuál es la naturaleza jurídica de la normativa propuesta.

	Por lo mismo, se manifestó que sería apropiado que el tema de la probidad estuviera normado en un solo instrumento y sistematizado en un código común. 

La idea es que, cuando una persona llegue a ocupar un cargo público, se le diga qué estatuto administrativo rige su carrera y que esta normativa en estudio es la que rige su comportamiento desde el punto de vista de la probidad. 

	Al tenor de lo expresado, se concluyó en que habían dos temas en discusión. Uno, si estas disposiciones afectan o no afectan a las empresas públicas. Lo otro, si deberían hacerse extensivas  al Poder Judicial  y al Poder Legislativo, mediante una legislación especial, a incluir en el Código Orgánico de Tribunales y en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Se hizo hincapié en que, cualquiera que sea la decisión que se adopte, no debe perderse de vista que, con el pretexto de intentar resguardar la ética, pudieran verse el Poder Judicial o el Poder Legislativo amenazados por la intervención de poderes extraños o externos, lo cual pudiera afectar su independencia. La experiencia de la legislación comparada demuestra que el tipo de normativa es radicalmente distinto para cada caso. El intento de elaborar una norma común, en que capítulos  distintos se aplican a cada uno de estos ámbitos, no es mejor que dejar que cada uno de esos capítulos sea abordado por una ley distinta, con un criterio especial.

Se agregó, a mayor abundamiento, que en el caso del Parlamento, los temas relacionados con la ética pública están asociados a materias de inhabilidades e  incompatibilidades, que son de rango constitucional. Por eso mismo, habría que explorar el establecimiento de la autorregulación ética, que ha sido uno de los factores más fundamentales para enfrentar estos temas de probidad en otros parlamentos del mundo. 

El señor Ministro Secretario General de la Presidencia no fue partidario de que se incluya en una ley de este tipo ni al Parlamento ni al Poder Judicial.

	Recordó el señor Ministro que la Comisión Nacional de Ética Pública consideró que esta normativa no se aplicaba a los miembros del Poder Judicial y Legislativo, por cuanto su naturaleza y especificidades desaconsejaban su sometimiento a un régimen legal idéntico al que rige para quienes se desempeñan en la Administración propiamente tal. 

	Como producto de la discusión habida en el seno de la Comisión, se propuso que la normativa sobre la probidad se incluyera en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado y que, en artículos separados, se le haga aplicable al Congreso Nacional, a sus funcionarios y al Poder Judicial, modificando al efecto las respectivas leyes orgánicas constitucionales.

	Con tal fin, se solicitó al Ejecutivo que reformulara el proyecto, sobre la base de incorporar el tema de la probidad como un título de la ley de Bases Generales de la Administración del Estado. De esta forma, se aseguraría su vigencia y aplicación en todos los órganos de la Administración, cualquiera que fuera su naturaleza jurídica o su grado de autonomía.

	--------

	En definitiva, pese a la diversidad de los criterios expresados en algunas materias, vuestra Comisión, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, acordó aprobar la idea de legislar, por estar de acuerdo en abordar el tema de la probidad.

Discusión y votación en particular del proyecto.

	El texto que vuestra Comisión aprobó, sobre la base de la  indicación sustitutiva presentada por el Gobierno, consta de un total de cinco artículos permanentes y cuatro disposiciones transitorias.

Artículo 1°

	Contiene las modificaciones puntuales a la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

N° 1

	Modifica el artículo 1° de esa ley, con el objeto de incluir entre los órganos de la Administración a los consejos regionales.

	Su inclusión en este artículo, como en el inciso segundo del artículo 18, salva la omisión en que incurrió el legislador al crear los gobiernos regionales, ya que su ley orgánica constitucional, que lleva el N° 19.175, omitió incorporarlos en la Ley 18.575.

	Se aprobó por unanimidad.

N° 2

	Sustituye el artículo 3° de la ley 18.575.

	La disposición vigente establece que “La Administración del Estado estará al servicio de la comunidad, atendiendo  las necesidades públicas en forma continua y permanente.

	“La Administración deberá desarrollar su acción garantizando la adecuada autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos y respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución y las leyes”.

	Se hizo presente que el concepto de ética pública tenía  dos variantes: una, la obligación del funcionario de comportarse en forma íntegra y, una segunda variante, que es la obligación de la Administración del Estado frente a la comunidad. 

	El modo de satisfacer adecuadamente la ética de la Administración es reformular el artículo 3º, con el fin de reforzar aquellos conceptos que de mejor manera expresan las responsabilidades que la Administración del Estado tiene respecto de la comunidad.

	Por otra parte, al señalar el precepto transcrito que la Administración del Estado estará al servicio de la comunidad, no se ajusta exactamente a la Constitución Política. Ésta dice, en el artículo 1º, inciso cuarto, que el Estado está al servicio de la persona humana. 

	En segundo lugar, al decir  “atendiendo a las necesidades públicas en forma continua y permanente”,  emplea una expresión que traduce  la doctrina francesa del servicio público. Al efecto, cabe tener presente que la Constitución no prescribe que el fin de la Administración sea atender necesidades públicas en la forma que señala el precepto que se reemplaza. 

	Por todos esos motivos, se propone un precepto en virtud del cual la Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común, fundamentalmente, a través de la elaboración, aprobación, ejecución y control de planes, programas y acciones de desarrollo nacional, regional y local.

	De esta forma, se unen dos ideas plenamente aceptadas. Una, referida a los conceptos de que se vale el artículo 1°, inciso cuarto, de la Constitución,  que el precepto recoge. Otra, referida a los conceptos de gobierno y de administración, tal como se definieron durante la discusión de la reforma constitucional aprobada por la ley N° 19.097. En aquella ocasión se distinguió entre gobierno, como actividad de orden y seguridad públicos, y Administración, como actividad relativa a los servicios públicos y encaminada al desarrollo nacional, regional y comunal. 

	El nuevo inciso primero recoge estas dos ideas, la de que la Administración del Estado no está al servicio de la comunidad sino de la persona humana, y de que, como Administración, ella se orienta hacia el desarrollo.

	El inciso segundo nuevo  respeta lo que decía el inciso anterior, pero le da una sistemática, al anteponerle los principios administrativos que en los artículos siguientes se regulan.  Éste dice: La administración deberá observar los principios de la probidad administrativa (artículo 3º, inciso segundo, que luego se desarrolla en el Título III), de la eficiencia y eficacia (regulado en los artículos 10 y 11), de la responsabilidad (artículo 4º). Todos estos últimos ya estaban desarrollados. 

	En la disposición aprobada por vuestra Comisión se agregó el principio de la transparencia, que se desarrolla en el nuevo artículo 56.

	El artículo, con la enmienda indicada, fue aprobado por unanimidad.

N° 3

	Sustituye, en el artículo 4°, la frase “El Estado será responsable por los daños que causen” (los órganos de la Administración) por “La Administración del Estado será responsable de los daños que cause”, eliminando la frase “los órganos del Estado”

	Se hizo presente que los órganos de la Administración son todos los indicados en el artículo 1º, inciso segundo. Tal como está el precepto que se modifica, podría pensarse, por ejemplo,  que si se demanda a Ferrocarriles del Estado, el que sería responsable sería el Estado, persona jurídica distinta de dicha empresa. 

	Esto se explica porque los que concibieron la ley le dieron a la palabra Estado un sentido muy amplio. Pero, jurídicamente, al hablarse de un tema como es la responsabilidad, que esta ley diga que el Estado es responsable de todo daño que cause cualquier servicio, personificado o no personificado, de la Administración del Estado,  pareciera que es un error grave. 

	Por ese motivo, se corrige esa alusión al Estado como persona jurídica y se la cambia para  que sea la Administración del Estado la que responda por los daños, porque ésta es todo el complejo orgánico que está definido en el inciso segundo del artículo 1º.

	Se aclaró, ante algunas dudas relativas al alcance que tendría la modificación sugerida, que es de nivel legal, que ella se basa en el artículo 38, inciso segundo, de la Constitución, que faculta a cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, para reclamar ante los tribunales que determine la ley.

	Con ocasión de la discusión de esta disposición, se produjo un amplio debate sobre la responsabilidad extracontractual del Estado, que aparentemente el precepto restringiría.

	Los asesores del Gobierno insistieron que en las modificaciones propuestas a la Comisión se ha buscado no innovar. No se ha analizado el problema de la responsabilidad del Estado. El objetivo de la modificación es adecuar el artículo 4º a lo dicho en el artículo 38, inciso segundo, de la Constitución Política. En el artículo 4° actual  la palabra Estado está referida al conjunto de organismos que forman el sector estatal. El Estado es una persona jurídica; el artículo 38, inciso segundo, de la Constitución dice que todas las personas jurídicas de derecho público que conforman ese sector son responsables; luego, no podría afectar al patrimonio del Estado la actuación de una de ellas, sino a su propio patrimonio. 

	Algunos señores Diputados estimaron que el artículo 38, inciso segundo, de la Constitución, es distinto del artículo 4º. En el artículo 38, nace el derecho de reclamar ante los tribunales por un acto de la administración y el artículo 4º de la ley de Bases de la Administración del Estado señala que, en ese derecho que nace en el artículo 38, la responsabilidad está en el Estado. Por lo tanto, cuando se modifica el artículo 4º, no hay sólo una adecuación a la Constitución, sino que se está cambiando el sujeto de la responsabilidad. O sea, se reduce el patrimonio de la persona que será sujeto de la responsabilidad. 

	Esa afirmación fue rebatida por los representantes del Gobierno, porque, a su juicio,  el patrimonio sobre el cual se ejerce la responsabilidad es siempre el patrimonio obligado.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.

N° 4

	Sustituye el inciso primero del artículo 5°, que establece que las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiencia de la Administración, procurando la simplificación y rapidez de los trámites y el mejor aprovechamiento de los medios disponibles.

	La modificación tiende a dar congruencia a la disposición, ya que el principio de la “eficiencia” dice relación con la administración de los recursos públicos, no con la tramitación. La frase eliminada se incorporó al artículo 8°, a propósito de la actuación de las autoridades.

	La nueva disposición, en consecuencia, obliga a las autoridades y funcionarios a velar por la eficiente e idónea administración de los recursos públicos.

	Se aprobó por unanimidad, con modificaciones.

N° 5

	Sustituye el artículo 7°, con el fin de eliminar de él el principio de la probidad, que se incorpora en el nuevo título III que se agrega a esta ley, donde se reproduce la misma definición que hoy existe sobre el particular.

	Se aprobó por unanimidad.



	

N° 6

	Modifica el artículo 8°, con el fin de incluir en él la frase que se eliminó en el artículo 5°, por corresponder a las actuaciones de los órganos de la Administración del Estado procurar la simplificación y rapidez de los trámites.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.

N° 7

	Modifica el artículo 13, que se refiere a los requisitos que deben cumplirse para ingresar a la Administración.

	La primera enmienda tiene por finalidad exigir el cumplimiento de los requisitos establecidos en el nuevo título III, específicamente con los señalados en el artículo 57, que prohíbe el ingreso o la permanencia en la Administración de quienes estén afectados por alguna de las inhabilidades o incompatibilidades administrativas que en dicho artículo se consagran.

	La segunda, prohíbe cualquier discriminación ajena a la capacidad e idoneidad personal de quienes postulen legalmente a desempeñar esos empleos.

	Esta última norma, sobre igualdad de oportunidades, recoge la regla del artículo 19, numeral 16 de la Carta Fundamental, sobre la libertad de trabajo.

	Se aprobó por unanimidad.

N° 8

	Modifica el artículo 16 que, entre otras cosas, prohíbe al personal de la Administración usar su autoridad o cargo en fines ajenos a sus funciones.

	Se elimina precisamente esta frase, porque el nuevo artículo 69 establece algunas figuras jurídicas que contravienen el principio de la probidad y entre ellas está la que aquí se suprime.

	Se aprobó por unanimidad.

N° 9 

	Reemplaza el inciso segundo del artículo 18, que indica a qué organismos no se aplica el título II de la ley 18.575.

	Las enmiendas persiguen dos objetivos. Primero, incluir expresamente a los gobiernos regionales, como fue aprobado en el artículo 1º, inciso segundo, los que tienen su propia ley orgánica constitucional. Segundo, hacerles aplicable el Título III a todos estos organismos, para que no queden excluidos del principio de la probidad administrativa. 

	Como todos los organismos excluidos se rigen principalmente por la Constitución y, seguidamente, por sus leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado, si nada se dijera, podría sostenerse que no se les aplica la normativa sobre probidad.

	Se aprobó por unanimidad.

N° 10

	Modifica el artículo 45, que señala el contenido del estatuto administrativo del personal de los organismos regidos por el título II de la ley 18.575, con el único propósito de incluir el principio de la probidad administrativa a la regulación estatutaria que norma este párrafo 2° de la referida ley.

	Se aprobó por unanimidad.

N° 11

	Modifica los artículos 14, 47, inciso primero y 53, con el fin de incorporar el carácter ético de la función pública.

	Se suele hablar de una ética pública, como sinónimo del código moral que rige la conducta de los agentes públicos. En contraste con aquella, la ética privada sería aquella que libremente adoptan las personas individuales en la esfera de su vida privada.�	

	Así, las normas estatutarias que se dicten deberán proteger la dignidad de la función pública y guardar conformidad con su carácter ético, técnico, profesional y jerarquizado.

	Se aprobó por unanimidad.

N° 12

	Cambia la numeración del primer artículo que conforma el título final de la ley 18.575, que pasa a ser artículo 76, atendida la adición de los artículos 54 a 75 en el nuevo título III.

Artículo 2°

	Agrega un título III, nuevo, a la ley Nº 18.575, sobre la probidad administrativa.

	Se encuentra dividido en cuatro párrafos, que tratan de las reglas generales, de las inhabilidades e incompatibilidades administrativas, de las declaraciones de patrimonio y de intereses y de la responsabilidad y de las sanciones.

	Comprende los artículos 54 a 75, los que se analizarán en el orden indicado.

Artículo 54

	Trata este artículo del principio de la probidad.

	Impone a las autoridades y funcionarios de la Administración la obligación de darle estricto cumplimiento, define dicho principio y señala las responsabilidades y sanciones que conlleva su inobservancia.

	Se le define, en los mismos términos que lo hace hoy el artículo 7° de la ley 18.575, diciendo que consiste en la observación de una conducta funcionaria moralmente intachable y en una entrega honesta y leal al desempeño del cargo, con preeminencia del interés público sobre el privado.

	Durante su estudio y análisis, se propuso incluir también el desempeño de la función, que es diferente al concepto de cargo.

	Además, se propuso hablar de interés general y no de interés público y de interés particular y no de interés privado, por estimarse que lo contrapuesto  a interés público es el  interés particular.

	La Comisión Nacional de Ética Pública analizó cuidadosamente la clásica distinción que delimita las esferas e intereses de lo público y lo privado.

	A su juicio, el desarrollo del Estado moderno ha traído consigo una distinción cada vez más radical entre estas dos dimensiones de la vida social y política. Los fenómenos más irritantes de corrupción política son aquellos en que los intereses públicos son subordinados a los intereses privados. Junto con el desarrollo del Estado, se ha ido perfeccionando no solamente la distinción entre lo público y lo privado, sino también la regulación de sus normales relaciones de interacción.

	La idea central que preside la distinción entre intereses públicos y privados, consiste en que los primeros se refieren a los asuntos y bienes que son de toda la comunidad y que, en consecuencia, no pertenecen ni son apropiables por nadie. La característica equivalente, pero antinómica, de los intereses privados es que ellos están vinculados con los fines individuales de cada miembro de la sociedad, especialmente con aquellos referentes a la propiedad, la riqueza y el lucro.

	El señor Ministro Secretario General de la Presidencia consideró oportuno aclarar que  el precepto está referido a la función pública y  que ésta puede perseguir intereses generales o intereses particulares. Como se refiere a una conducta funcionaria, el funcionario público puede tener intereses privados y ahí rompe la norma de probidad. No se trata del interés del sector privado.

	Se destacó la importancia de no hacer preeminente el interés público por sobre el interés privado, sino sobre el interés particular, señalándose, a su vez, que el interés público es sinónimo de interés general. 

	Sobre esta última expresión se manifestó que era muy intuitiva, pero que tenía el defecto de ser imprecisa. Normalmente, se entiende por interés público el interés general juridizado, a cargo de un organismo del Estado.  La norma expresa bien la idea que se desea: interés público o interés general juridizado puesto bajo la responsabilidad de un organismo del Estado y que resguarde al funcionario.

	Se aprobó por unanimidad, con la agregación de la expresión función y con el reemplazo de las expresiones interés público por interés general y privado por particular.

Artículo 55

	Define lo que debe entenderse por interés público.

	Como corolario del reemplazo de la expresión interés público por interés general, se cambió la palabra público por general.

	El interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz.

	La eficiencia es un concepto de administración que se localiza en el uso de los medios o recursos disponibles, postulando su mayor rendimiento al menor costo.

	En si misma considerada, es, en primer término, una cualidad directiva que permite disponer de la mejor manera posible los recursos humanos, financieros, materiales y tecnológicos con que cuenta una organización, atendidas las circunstancias globales en que ella se desenvuelve, para realizar útilmente una labor determinada.

	La eficacia, por su parte, es una idea que subraya y acentúa el logro de los objetivos, el alcance de las finalidades de la organización, velando porque sean convincentes, esto es, se concreten o realicen en forma consecuente y coherente con el medio administrativo en el cual se inserta la organización y con la planificación que los inspira.� 

	Se expresa el interés general en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en la razonabilidad e imparcialidad de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan y en la expedición en el cumplimiento de las funciones legales.

	Después de un breve debate, se acordó agregar en cuanto a la forma que se expresa el  interés general, el acceso ciudadano a la información administrativa, dentro del  contexto  en el cual se expresa el recto, transparente y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas. 

Artículo 56

	Dispone que las actuaciones de la Administración son públicas, salvo las excepciones establecidas con arreglo a la ley.

	En el transcurso del debate se acordó agregar un inciso sobre la transparencia, teniendo a la vista el proyecto de reforma constitucional que está radicado en el Senado (BOL. 1478-07), artículo 8º, inciso segundo, con el fin de precisar que toda función pública se ejercerá con transparencia de manera que se permita el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en el ejercicio de ellas, sin perjuicio de las materias que por razones de seguridad e interés nacional, calificados por ley, deberán mantenerse en secreto. 

	Se aprobó por unanimidad, en los términos indicados.

Artículo 57

	Está ubicado en el párrafo 2° del nuevo libro III, bajo el epígrafe “De las inhabilidades e incompatibilidades administrativas”.

	En síntesis, este artículo señala quienes no pueden ingresar o permanecer en la Administración del Estado. Consagra, por lo mismo, inhabilidades e incompatibilidades de ingreso o de permanencia, con el fin de garantizar un desempeño imparcial y transparente.

	Las causales de inhabilidad están vinculadas a situaciones que configuran las situaciones que doctrinariamente y en la legislación comparada se denominan “conflictos de intereses”. 

	En el caso de la letra a), se contemplan tres situaciones diversas: La primera, referida a las personas naturales que tienen contrato vigente, sobre determinado monto, con la Administración del Estado; la segunda, aborda el tema de las personas que tienen litigios pendientes, y la tercera, el de las personas naturales que ejercen ciertos cargos o participan como socios en sociedades que tienen contratos o litigios pendientes con la Administración.

	En relación con esta disposición, se trajo a colación el tema de la negociación incompatible, que se aborda en un proyecto de ley que modifica el Código Penal.

	Hubo ciertas aprensiones sobre la eficacia de la disposición, ya que existiendo hoy en día la figura de los “holding”, si una subsidiaria celebrara el contrato con la Administración, ese caso no quedaría cubierto por la norma.

	Particular interés hubo en la redacción de la letra b), que consagra ciertas inhabilidades en razón de parentesco, con el fin de evitar el nepotismo.

	Al respecto, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia aclaró que todas estas normas,  aparentemente injustas,  dicen relación con el hecho de que entre parientes cercanos existen complicidades humanas complejas que perturban una buena administración.

	Aquí se está frente al problema general del conflicto de intereses. Una de sus manifestaciones es el nepotismo. Hay dos posibilidades: o se sanciona la conducta del que se dejó influir por un interés subalterno privado, lo que obliga a una estrategia represiva difícil de comprobar,  o se adopta una política de prevención y se identifican previamente por la ley aquellas hipótesis de conflicto de intereses más riesgosos o evidentes. 

	Una de las más obvias son las de parentesco. Se define, entonces, una incompatibilidad, reducida al caso en que hay un funcionario directivo ligado a otro, bajo su responsabilidad y dependencia directa, por vínculos de parentesco o consanguinidad. 

	El señor Ministro Secretario General de la Presidencia estimó oportuno afirmar que en los artículos 259 y 260 del Código Orgánico de Tribunales existen estas disposiciones y que le parecía un error no aludir al tema del nepotismo en una ley de probidad.  

	Se recordó que, de acuerdo con el Estatuto Administrativo, existen cinco plantas definidas por ley (directiva, profesional, técnica, administrativa y de servicios menores). Son funcionarios directivos, sólo los que están considerados como tales dentro de la planta directiva y sólo respecto de ellos rige la inhabilidad y siempre que haya dependencia directa, con lo cual el jefe intermedio puede cortar el vínculo jerárquico.  Por lo tanto, si una persona sale de la administración pública a causa de la letra b) del artículo 57, esta inhabilidad es exclusivamente para el ingreso a la repartición donde existe la situación y se aplica al funcionario de menor grado. 

	A raíz de todo lo expresado, se propuso  que se  estableciera la obligación y el derecho del funcionario menor a  ser trasladado, con objeto de que no  pierda el empleo, mientras subsista la inhabilidad. Así, el funcionario de carrera tiene la opción del traslado. 

	En este mismo caso, la disposición tercera transitoria propone, para quienes están en actual servicio y se encuentran en esa situación, el cambio dentro de la misma dependencia. Esta solución es parcial, porque cuando se trata del jefe superior del servicio, no hay solución posible. Una alternativa viable sería  el cambio de repartición y, otra,  es no aplicarles la norma a los cargos de confianza exclusiva o a los jefes de servicio exclusivamente.

	Por último, se recordó que el Estatuto Administrativo dice que la incompatibilidad por dependencia directa no rige entre los ministros de Estado y los funcionarios de su dependencia. 

	En definitiva, vuestra Comisión, por unanimidad, aprobó la letra a) en los mismos términos.

	Respecto de la letra b), acordó adicionar dicho precepto, con el fin de establecer que en caso de producirse la inhabilidad por designación posterior de un funcionario directivo, el subalterno relacionado debería ser destinado a una dependencia en que no exista, entre ambos, una relación jerárquica directa.

	La disposición original extendía la incompatibilidad al conviviente, la que se suprimió, por ser de difícil prueba y no saberse con claridad como operaría ella en la práctica.

	La letra c) de este artículo, que no fue objeto de debate, consagra una inhabilidad de ingreso respecto de las personas declaradas en quiebra fraudulenta.

Artículo 58

	Impone a los postulantes a un cargo público, la obligación de prestar una declaración jurada en la que expresen no encontrarse afectos a algunas de las inhabilidades indicadas en el artículo anterior, penándose la falsedad en que se incurriera con las penas del delito de falso testimonio.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.

Artículo 59

	Consagra, como regla general, que no existe incompatibilidad entre la función pública y el ejercicio de una profesión, oficio, industria o comercio de carácter particular. Sin embargo, se establecen determinadas incompatibilidades en razón de horario o de materia.

	Se consideran incompatibles las actividades particulares que coincidan con la jornada de labores. Por lo mismo, tales actividades deben desarrollarse fuera de la jornada de trabajo, a menos que se haga uso de los permisos estatutarios.

	Son igualmente incompatibles las actividades particulares que se refieran a materias o casos concretos que deben ser analizados, informados o resueltos por la unidad a que pertenezca el funcionario; la realización de gestiones ante los órganos u organismos de la Administración �, distintas del ejercicio de sus derechos, y la representación de un tercero en juicio o en acciones civiles en que sea parte un organismo de la Administración, salvo que sea en favor de sus parientes.

	Se hizo presente que en el artículo 87 del Estatuto Administrativo hay una disposición muy genérica que se refiere a los funcionarios públicos que ejercieren una profesión, oficio, industria o comercio conciliable con su posición en la Administración Pública.  La expresión “conciliable con ...” ha sido considerada por la Contraloría como una frase más bien discrecional y ha dado origen a una jurisprudencia que no se funda en un criterio objetivo, por lo que no se da al funcionario seguridad acerca de si está o no está en una actividad conciliable.  

	Este artículo 59 trata de establecer qué está permitido y que no está permitido. Un abogado puede ejercer su profesión ante los tribunales, por ejemplo, en su propia oficina, con sus materiales y fuera de las horas de trabajo.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.



Artículo 60

	Este artículo trata de la obligación de hacer una declaración de patrimonio y de actividades, que debe contener las menciones que se indican en el artículo siguiente, mecanismo que permite cotejar los posibles conflictos de interés que pudieren presentarse durante el desempeño del cargo.

	Están afectos a ella el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y Gobernadores, los Consejeros del Banco Central, los Oficiales Generales y Superiores de las Fuerzas Armadas, y los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; los funcionarios directivos, profesionales y técnicos hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, y quienes pertenezcan a las plantas de fiscalizadores.

	Según la Comisión Nacional de Ética Pública, para combatir y prevenir la corrupción, la transparencia aparece como un instrumento fundamental. Ella permite detectar con facilidad cualquier irregularidad y, además, favorece un efectivo control social sobre la gestión pública. Por tal motivo, estima conveniente establecer la obligación de hacer declaraciones juradas de patrimonio y de intereses, con las siguientes características:

	Instituir, como obligatoria para los agentes públicos de mayor jerarquía, de todos los poderes y funciones del Estado, una declaración jurada de patrimonio y una de intereses, prestadas ante un ministro de fe, tanto en el momento en que acceden al cargo público de que se trate, como en el momento en que hacen abandono del mismo. Dichas declaraciones deben ser públicas, de manera de poder conocer y sancionar su falsedad. Tanto la declaración de patrimonio como la de intereses deben abarcar no sólo al funcionario respectivo, sino también a su cónyuge y a terceros relacionados con aquél. La ley deberá determinar a qué cargos se extiende la obligación y quiénes se consideran terceros relacionados a estos efectos.

	Durante el debate se argumentó que más importante que la declaración del  patrimonio físico del funcionario, era saber cuales son los intereses comprometidos.

 	El tema de los intereses, se aclaró, fluye tanto de la declaración de actividades como de la declaración de bienes. En el proyecto se exige la declaración del patrimonio y la de actividades. Tiene por finalidad lograr mayor precisión. La comparación de ambas facilita la posibilidad de pesquisar y sancionar el enriquecimiento ilícito. 

	Los conflictos de intereses se pretenden regular por la vía de la declaración de actividades. Respecto de ellas, el objetivo es que la Administración del Estado les asigne o no les asigne a esos funcionarios competencia que pueda confrontarse con actividades en donde hay intereses contrapuestos con decisiones que haya que tomar.

	Algunos Diputados expresaron serias dudas acerca de este tipo de normas, ya que piensan que lo más que el Estado puede pedir en lo referente al patrimonio es la declaración de impuestos y ésta es pública. Consideran que este tipo de exigencias probablemente disuadirá a la gente de entrar a la Administración Pública, puesto que son como una presunción de que la persona va a delinquir. 

	Se recordó que en la Comisión se han aprobado normas sobre enriquecimiento ilícito y tráfico de influencias, que están pendientes en el Senado. Esta norma  podría facilitar la prueba de la comisión de estos delitos.

	Otros señores Diputados señalaron que se está reaccionando con exageración, situación que les preocupa, porque en este país todos los grandes errores políticos se han cometido por una misma razón: por inmoderación. Hoy es el tema de la corrupción. Se ha asumido que todo está corrupto, lo que no es la realidad del país y puede terminar por destruirnos. 

	Destacaron que este proyecto tiene dos efectos: uno, el de disuadir a las personas de entrar a la Administración Pública y otro, es hacer creer que la situación es tan grave que obliga a tomar medidas de este tipo. 

	Las grandes compañías resuelven este problema, haciendo firmar a la persona un código de ética y ella se compromete a cumplirlo. Si ocurren irregularidades, se sanciona con fuerza. 

	Otros, haciendo una reflexión general sobre el tema, expresaron que sería conveniente que los políticos y los funcionarios no dependieran en el cien por ciento de su actividad pública. Las prohibiciones excesivas pueden hacer reducir la calidad de las personas que se dedican a la política y a la función pública. Por otro lado, estas disposiciones legales deben tener carácter preventivo, con objeto de impedir la corrupción, teniendo siempre  cuidado con el desprestigio que se produce en la función pública por el hecho de que los eventuales delitos no se puedan acreditar. 

	Frente al criterio casuistico adoptado para la elaboración de la norma, se señaló que cabe la duda racional de saber si están todos los que debieran estar. Se citó como ejemplo el caso de los empleados o de los directorios de las empresas del Estado que son los que, normalmente, tienen más posibilidades de realizar negocios que los funcionarios públicos.  

	Al respecto, se precisó que la norma pretende detectar eventuales enriquecimientos ilícitos o eventuales conflictos de intereses.  Se estimó que la exposición del patrimonio se justifica en el caso de un grupo preciso de personas, respecto del cual se cree que el enriquecimiento es más probable y en el que la sociedad tiene mejor derecho de conocer los antecedentes para prevenir. 

	En todo caso, se debería  distinguir entre las empresas del Estado creadas por ley y las que no se encuentran en esta situación.  Dentro de las primeras se encuentran la Enap, Codelco y Enami.  En las segundas se considera Emos y la Zofri, por ejemplo.

	En definitiva, se acordó incluir en el inciso primero de este artículo a  los consejeros del Consejo de Defensa del Estado y a los directores de las empresas del Estado, dado que desarrollan funciones que requieren de idoneidad y transparencia.

	El señor Ministro Secretario General de la Presidencia señaló que este es el primer intento serio para enfrentar el tema de la corrupción, a partir de la afirmación de que el nuestro no es un país corrupto. Es claro que, cuando en un país se entroniza la corrupción, no existe la posibilidad de que las instituciones funcionen. Es necesario realizar una función preventiva. El debate es necesario y conveniente y el país espera ciertas señales en esta materia. Hay que actuar con moderación y comparte la idea de que no hay que desalentar una tradición honorable de servicio público. Opinó que era bueno que el tema se discutiera en forma abierta, con objeto de repensarlo, ya que hay diferencias de matices. Señaló que hay circunstancias que se están viendo constantemente, como el nepotismo, el caso de los conflictos de intereses, el hecho de personas que tienen contratos con el Estado y el hecho del “golden door”, o sea, de las personas que de la Administración Pública pasan al sector privado, en la misma área. Compartió la idea que, tal vez, en una discusión más profunda se pueda no ir a una declaración de patrimonio, sino a una declaración de intereses. 

	Respecto de estas declaraciones de patrimonio, estimó que el país cree en este ritual y espera una dosis de transparencia en esta materia. Una legislación de este tipo debe ser muy estricta con el nivel más alto de la dirección del Estado, porque cumple con una función ejemplarizadora. Si los ministros y los parlamentarios no cumplen con estas normas, se está desacreditando el oficio.

	Hubo cierto grado de consenso en que en toda esta materia hay una gran dosis de exageración, en que se exacerban situaciones que no son de corrupción y que constituyen irregularidades que ocurren en toda clase de actividades. 

	Por lo mismo, lo que se pretende es establecer una  norma para resolver el caso del funcionario que está en la disyuntiva de tener que participar o no en la toma de decisiones en donde el interés general se confunda con su interés personal. Ese funcionario, por problemas de transparencia, debe abstenerse de participar, evitándose así que el interés individual se sobreponga al interés colectivo.

	Se recordó, al efecto, que había dos temas a resolver, la declaración de intereses, que existe en muchos países, y la de patrimonio, que existe en casi todos los países, en que va unida a la declaración de  actividades. 

	La declaración de patrimonio existe en muchos países que no han enfrentado problemas de corrupción, como en Estados Unidos de Norteamérica y Canadá, y en Singapur y Hong-Kong, que han enfrentado el problema. En América Latina, en Colombia y México existe. Según la legislación comparada, la reacción de Chile es intermedia; no es de las más exageradas.

	En definitiva, se acordó explorar algunas alternativas de solución. Establecer una diferencia respecto de lo que es el nivel más alto de la administración, debido que allí está el mayor riesgo, con el fin de dar transparencia a la función y una autoridad moral a quien la ejerce. En este caso, se podría exigir declaración de patrimonio e intereses. Para los altos funcionarios y los funcionarios de confianza, se podría exigir declaración de intereses.  En el caso de los parlamentarios, lo razonable sería  la declaración de intereses, en forma  muy precisa y clara.

	También fue objeto de debate el establecimiento de un reglamento que fije los requisitos que deberán cumplir las declaraciones de patrimonio y de intereses.

	Se aclaró que la existencia del reglamento obedece a la  idea de que todo esto se reduzca a formatos, porque, de lo contrario, cada declaración será distinta de otra y al gusto del consumidor. Eso regulará el reglamento. Se piensa en crear mayor conciencia pública y en tener un factor de orden dentro de la administración.

	En definitiva y por unanimidad, se aprobó una disposición que consagra la declaración jurada de patrimonio y de intereses para los niveles más altos de la Administración,  y una de intereses, para los niveles intermedios, hasta el de jefe de departamento o su equivalente, incluyendo a quienes pertenezcan a las plantas de fiscalizadores de las entidades fiscalizadoras. Esta última exigencia rige también para los alcaldes, concejales y consejeros regionales.

Artículo 61

	Señala los requisitos que deberán contener las declaraciones de patrimonio y de intereses.

	La primera debe contener la individualización de los bienes inmuebles, de los bienes muebles de significación ecónomica relevante, los derechos en comunidades o sociedades, los depósitos a plazo o documentos financieros en moneda nacional o extranjera, la individualización de los contratos de cuenta corriente suscritos en Chile o en el extranjero, las obligaciones patrimoniales que constituyan el pasivo del funcionario, y un estado general de situación de los bienes de su cónyuge, hijos y adoptados.

	La segunda, la individualización de las actividades profesionales, inversiones y cualquier clase de negocios que posea o en que participe el funcionario y que le proporcionen o puedan proporcionarle ingresos económicos, sea como persona natural o como socio o director de una sociedad.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 62

	Establece que las declaraciones  de patrimonio y de intereses serán públicas, así como su actualización cada cinco años y, en todo caso, a la fecha de cesación en el cargo o función.

	Se observó que el hecho de que esta declaración sea pública se puede prestar para que sea publicada en la prensa. En la misma línea de razonamiento, se expresó que, dentro de la tradición chilena, la publicación de estos datos es considerada una afrenta, pues se considera que cae dentro del ámbito de la privacidad. Por lo mismo, estas declaraciones deberían dejarse donde un notario, que es una persona que inspira confianza, sin que puedan ventilarse en forma pública.

	En contrario, se argumentó que estas declaraciones deben ser públicas, porque hechos como estos le dan transparencia al sistema. 

	Como opinión intermedia, se dijo que la declaración de interés es indispensable y debe ser pública, puesto que esa es su finalidad. 

	En cuanto a la declaración patrimonial, se expresó que existía un problema cultural y que no debía ir más más allá que una declaración similar a la de impuestos.

	Hubo acuerdo en  definir con cautela y con prudencia el contenido de las declaraciones, no así en el establecimiento de algún mecanismo que signifique restringir la publicidad de las mismas, ya que hay que permitir la transparencia. Si bien una cultura del pasado impone cautela en esta materia, hay una demanda a futuro de abrirse a una mayor transparencia.

	En definitiva, se aprobó, por unanimidad, en los términos propuestos.

Artículo 63

	Dispone, en primer lugar, que el Presidente debe remitir al Presidente del Senado las declaraciones que formule, dentro de los treinta días siguientes a la asunción de su cargo, la que debe actualizar dentro de los treinta días posteriores a la expiración de su mandato.

	En los organismos del Estado, las declaraciones deben hacerse en dos ejemplares, que se entregan al jefe de personal, quien debe remitir uno de ellos a la Contraloría General o Regional correspondiente.

	Esa obligación, en el caso de los alcaldes y concejales corresponde al primero de ellos, y en de los consejeros regionales, al Intendente.

	La Contraloría General de la República debe informar a la Cámara de Diputados sobre las declaraciones recibidas, con expresa mención de quienes hubieren omitido hacerla.

	Las referidas declaraciones se harán en formularios, cuyos requisitos se señalarán en un reglamento, el que también contendrá las normas necesarias para dar cumplimiento a esta obligación.

	Se aprobó en los términos propuestos, por unanimidad.

			-------- 

	A continuación, se consulta en el proyecto un párrafo 4°, relativo a la responsabilidad y a las sanciones.

Artículo 64

	Dispone, de manera sucinta, que la infracción a las conductas exigibles prescritas en el título relativo a la probidad harán incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que correspondan.

	Las unidades de control interno en los diferentes organismos de la Administración deben velar por la observancia de esta normativa.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos propuestos.

Artículo 65

	Se refiere a la designación de una persona inhábil, por estar afecta a las inhabilidades e incompatibilidades que se establecen en el artículo 57.

	Tal designación es nula, pero ella no obliga a devolver las remuneraciones percibidas ni afecta la validez de los actos por él ejecutados.

	Los funcionarios que, por negligencia inexcusable, hubieren intervenido en la tramitación de un nombramiento nulo en razón de inhabilidad incurren en responsabilidad administrativa.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 66

	Impone al funcionario afectado por una inhabilidad sobreviniente la obligación de ponerla en conocimiento de su superior jerárquico, debiendo, en el mismo acto, presentar su renuncia al cargo o función.

	Vuestra Comisión, por unanimidad, aprobó esta disposición con un agregado, destinado a regular la situación del funcionario inhábil en razón de parentesco, quien no cesa en el cargo, sino que es trasladado a otro, con el fin de poner término a la inhabilidad que le afecta, todo ello, acorde con la enmienda introducida en el literal b) del artículo 57.

	Se aprobó por unanimidad, en los términos indicados.





Artículo 67

	Señala los efectos que produce la no presentación oportuna de las declaraciones o su no actualización.

	En el primer caso, se aplica una multa, de diez a treinta unidades tributarias mensuales, a la autoridad o funcionario infractor, sin perjuicio de la responsabilidad de quien debió haber advertido la omisión sin salvarla.

	Pasados treinta días desde que la declaración se hizo exigible, se presume el incumplimiento y, en tal caso, cabe aplicar una multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales y la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos.

	La multa se aplica por resolución del jefe superior del organismo, tiene mérito ejecutivo y es apelable ante la respectiva Corte de Apelaciones.

	La pena de inhabilitación se aplica por sentencia judicial dictada en proceso de acción pública. Si el afectado presenta la declaración omitida, para lo cual tiene un plazo fatal de cinco días contado desde la notificación de la resolución que le impuso la multa, no se le aplica esta sanción y la de multa se reduce a la mitad.

	Las mismas penas se aplican al incumplimiento de la obligación de actualizar estas declaraciones.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 68

	Sanciona la falsedad u omisión maliciosa o inexcusable de las declaraciones con la destitución y con la pena establecida en el Código Penal para el falso testimonio, sin perjuicio de otras responsabilidades civiles o penales que correspondan.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 69

	Consulta un conjunto de conductas que suponen vulnerar el principio de la probidad administrativa. En una enumeración por vía ejemplar se ha intentado destacar aquellas actuaciones particularmente lesivas al principio enunciado, a saber:

Negar información administrativa que sea de acceso público en conformidad a la ley.

Hacer valer en beneficio propio o de parientes, la información reservada o privilegiada a la que se tiene acceso en razón de la función o cargo desempeñado.

Hacer valer, indebidamente, la posición funcionaria para influir con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero.

Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en provecho propio o de terceros.

Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para fines ajenos a los institucionales.

Aceptar invitaciones, viajes, obsequios o tratamientos no aceptados oficialmente por la Institución, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores o concesionarios.

Intervenir en decisiones que interesen personalmente al funcionario o a sus parientes, o que recaigan en asuntos en que ha tenido participación o actuación que le reste imparcialidad. 

	Vuestra Comisión aprobó esta disposición, por unanimidad, en los términos expresados.

Artículo 70

	Se refiere este artículo a la regulación del post empleo público, dado que otra dimensión del principio de la probidad administrativa dice relación con el traspaso de funcionarios del sector público al sector privado.

	Sobre el particular, la Comisión Nacional de Ética Pública señaló que una fuente posible de conflictos de intereses surge del traspaso de quienes, luego de desempeñar funciones públicas, pasan a ejercer labores en empresas privadas que fueron objeto de regulación, fiscalización, control o relaciones contractuales permanentes con el anterior empleador del sector público.

	Mientras se desempeña la función pública, pero se conoce o presume un destino laboral futuro en una empresa privada de las mencionadas, se configura un conflicto de interés que cabe prevenir. Asimismo, es también contrario al interés público y la equidad que, quienes dejan su función pública para ejercer una privada relacionada, puedan valerse indebidamente de la información o contactos originados durante el desempeño de sus labores en el Estado.

	Este artículo, en relación a este aspecto, establece una prohibición aplicable al mismo universo obligado a prestar declaraciones de patrimonio y de actividades. Esta prohibición, también aplicable a quienes de desempeñan en el sector público en base a honorarios, impide aceptar cargos, empleos  o  representaciones remunerados de personas naturales o jurídicas subvencionadas o sometidas a la regulación, fiscalización o supervigilancia directa del organismo al que perteneciere el funcionario, o que hubieren contratado con él la provisión de bienes o servicios o la realización de obras, por montos iguales o superiores a las doscientas unidades tributarias mensuales.

	Quienes ingresen a una actividad privada distinta de las indicadas, no pueden realizar tramitaciones o gestiones ante la división, departamento o sección a la que pertenecieran o estuvieran vinculados, sino pasados dos años desde la expiración de funciones.

	La contravención a las disposiciones contenidas en este artículo se sancionan con multas aplicables tanto al ex funcionario como a la persona que conociendo o no pudiendo menos que conocer la existencia de esta prohibición, lo contrate. 

	Regula este artículo la situación de un funcionario público que cumple una función relevante, básicamente de fiscalización, supervisión o control de una actividad privada y que, inmediatamente después de cesar en su función pública, se desplaza hacia el sector privado cumpliendo una función similar, con perjuicio de la libertad de juicio con que debía ejercer la función pública previa y con conocimiento y acceso a información privilegiada. 

	La mayoría de las legislaciones avanzadas en probidad pública previenen esta situación por la vía de establecer un plazo o suerte de cuarentena, que una vez vencida permite la absoluta libertad de trabajo y, a quien cumplió una función pública, desarrollar un trabajo en el ámbito privado vinculado.

	Se aclaró que no todas las funciones públicas están sujetas a la prohibición ni todas las funciones privadas constituyen un área vedada al ex funcionario público.

	Se trata de que la “elite” de la administración pública se vea afectada por la prohibición.  Extenderla a un ámbito mayor significaría  un desincentivo al ingreso a la Administración, que se sumaría a las bajas remuneraciones.

	Se critica siempre el que se excluya en estas normas a personas que influyen en el organismo estatal pero que no pertenecen a sus plantas de personal. 

	Para obviar tal reparo, el proyecto considera a quienes hubieren prestado asesoría directa y continua en los procesos de toma de decisión directivos del respectivo órgano u organismo de la Administración del Estado.

.  	La prohibición de gestión, comprende dos casos.  El primero se refiere a quienes ingresen a una actividad privada distinta de las referidas en el inciso primero, los que no podrán realizar tramitación o gestión alguna ante la división, departamento, sección u oficina a que pertenecieron o con la cual estuvieron vinculados, hasta dos años después de haber cesado en ella. El segundo caso se refiere a que la prohibición es aplicable a quienes, encontrándose en la situación prevista en el inciso primero, hubieren ingresado a la actividad privada directamente relacionada con la función pública transcurrido el plazo allí establecido. 

	 Se trata de personas que ya no tienen el carácter de funcionarios públicos, por lo tanto, son situaciones de responsabilidad judicial y no administrativa.  Se está frente a un ilícito de carácter penal, cuya infracción acarrea la pena de multa.

	Respecto a la inquietud de saber cómo se concilia la norma en discusión con la garantía constitucional de la libertad de trabajo, se señaló que la prohibición se encuentra dentro de las hipótesis contempladas por la Constitución Política de la República que permiten restringir la libertad de trabajo, entre las que está la moral y el orden público.  En esta materia existe un asunto de orden moral que permite defender la constitucionalidad de la norma.  Existen otras prohibiciones análogas en el Código Orgánico de Tribunales y en la ley de drogas.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 71

	Establece que las infracciones de esta ley serán sancionadas disciplinariamente con estricta sujeción al mérito del sumario y conforme con las respectivas normas estatutarias.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 72

	Se pone este artículo en el caso de que no existan normas estatutarias expresas que regulen el procedimiento disciplinario en un organismo determinado.

	En tal caso, el procedimiento incoado debe contemplar las etapas de la investigación, formulación de cargos, recepción de descargos y la notificación al afectado o a su abogado de las medidas adoptadas.

	Vuestra Comisión consideró conveniente señalar en la disposición las diferentes etapas de este proceso y no hacer una mención genérica al “debido proceso”, por no ser éste un término unívoco.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 73

	Se pone en el caso de que la ley establezca la sanción aplicable para un caso concreto, por ejemplo, la destitución.

	En tal evento, se aplicará ésta, con prescindencia de las atenuantes o agravantes.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículos 74 y 75

	Establecen las circunstancias atenuantes y agravantes de la responsabilidad administrativa, en caso de infracción de normas cuya contravención no lleve aparejada una sanción legalmente especificada, al momento de definirla, siempre con sujeción al mérito del sumario.

	Entre las primeras, se tiene en cuenta todo ello que destaque en el funcionario condiciones especiales de excelencia, dedicación, responsabilidad y profesionalismo, indicándose algunas a modo ejemplar.

	Entre las segundas, se considera toda circunstancia que demuestre en el inculpado una actuación premeditada o de mala fe, índicándose también algunas de modo ejemplar.

	La enunciación en el texto de la ley de estas circunstancias, aunque no sea de modo taxativo, contribuye a facilitar la aplicación de las normas estatutarias que señalan las medidas disciplinarias de que pueden ser objeto los funcionarios.

	Según explicó el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, la ausencia de normas orientadoras en relación a estas circunstancias genera dificultades e incertidumbre tanto en los sumariados, como en quienes están llamados a instruir  las investigaciones y sumarios y a aplicar las sanciones correspondientes.

	Se aprobaron por unanimidad, en los términos propuestos.

Artículo 3°

	Modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, con el fin de adecuar sus preceptos, concretamente sus artículos 36 y 42, a las disposiciones aprobadas en cuanto al carácter técnico de la función pública y a la observancia del principio de la probidad administrativa.

	Se explicó que para parte de la doctrina la adecuación sería innecesaria porque se entiende que las normas de la ley Orgánica Constitucional de Bases de la Administración del Estado serían aplicables a las municipalidades, por ser ellas parte de la Aministración del Estado.  Pero,  otra parte de la doctrina no entiende lo mismo, por lo que se ha estimado necesario, a fin de mantener la unidad legislativa en el ordenamiento administrativo y evitar problemas interpretativos, adecuar las normas de la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, relativas al personal de los municipios, para incorporar a los respectivos artículos de esa ley el principio de probidad administrativa y señalar el carácter ético de la función municipal, tal como se hizo en la ley N° 18.575.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículos 4° y 5°

	Contienen, con el mismo propósito indicado en el artículo anterior, enmiendas al Estatuto Administrativo y al Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales.

	El proyecto consultaba ambas materias en un mismo artículo.

	Vuestra Comisión prefirió, por una razón de mejor técnica legislativa y de mayor claridad del texto, separarlos en dos, porque se refiere a dos estatutos diferentes. 

	El Estatuto Administrativo es modificado, en virtud del artículo 4°:

en su artículo 55, letra g), para conminar a los funcionarios regidos por él a observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada en la ley 18.575; 

en su artículo 55, letra h) para restringir la obligación de guardar secreto a los asuntos que “revistan el carácter de reservados con arreglo a la ley”, armonizando así este precepto con el nuevo artículo 69, N° 1, de la ley 18.575; 

en su artículo 78, derogándose sus letras b), c), f) y g), que contemplan prohibiciones estatutarias que en el proyecto en informe se incorporan en el nuevo artículo 69 de la ley 18.575, como conductas contraventoras del principio de la probidad administrativa, por lo que no se justifica mantenerlas en el Estatuto Administrativo.

en su artículo 78, letra h), que prohíbe realizar cualquier actividad política dentro de la Administración del Estado “o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones” para eliminar la frase transcrita entre comillas, por cuanto esa conducta está configurada como contraria al principio de la probidad administrativa en el artículo 69 de la ley 18.575, de manera que se ve redundante mantenerla, con otra redacción, en las normas estatutarias.

en su artículo 79, relativo a incompatibilidades en razón de parentesco, el proyecto busca garantizar la imparcialidad dentro de la Administración del Estado, cuando se produzca relación jerárquica “directa”. Atenta contra la probidad administrativa que un funcionario esté bajo la postestad jerárquica directa o indirecta de una persona que por los vínculos que los unen, necesariamente carece de esa imparcialidad. Según el mismo artículo que se modifica, suprimiéndose la expresión “directa” en los dos casos en que aparece mencionada, dándose esta circunstancia, el funcionario debe ser destinado a una dependencia en que esa relación jerárquica no se produzca, criterio que es el que aplica el proyecto en la letra b) del nuevo artículo 57.

en su artículo 87, que se sustituye, con el fin de concordarlo con el artículo 59 de la ley 18.575, que establece que  la función pública no impide el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que implique desarrollar actividades incompatibles.

	El Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales es modificado, en virtud del artículo 5°, con idénticos propósitos a los ya expresados, en sus artículos 58, letras g) y h); 82, 83 y 91.

	Se aprobaron por unanimidad.



Disposiciones transitorias

Primera

	Fija en 180 días el plazo dentro del cual el Presidente de la República habrá de dictar los reglamentos en que se indiquen cuáles son los bienes muebles de significación económica relevante para los efectos de la declaración de patrimonios, los requisitos de los formularios en que se presentará esa declaración y la de intereses, así como las normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones sobre probidad administrativa.

Segunda

	Fija en 60 días el plazo que tienen los funcionarios en actual servicio para efectuar sus declaraciones de patrimonio y de intereses.

Tercera

	Regula la situación de los funcionarios afectados por una inhabilidad en razón de parentesco, los cuales deben dejar constancia de esta situación en la declaración de patrimonio y de intereses que deben presentar.

	Si no estuvieren obligados a presentarlas, deben hacerlo en una declaración simple, suscrita con ese exclusivo fin.

	Hecha la declaración y entregada al jefe de personal, deberán ser destinados a una oficina diferente, con el fin de evitar la dependencia directa con el directivo con el cual están emparentados.

	La Contraloría debe elaborar una nómina de estos funcionarios, de la cual remitirá copia a la Presidencia de la República y a la Cámara de Diputados.

Cuarta

	Faculta al Presidente de la República para fijar el texto refundido de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

	Vuestra Comisión, por unanimidad, acordó hacer extensiva esta facultad respecto de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales, dando al Presidente las facultades necesarias para el más adecuado cumplimiento de este cometido.

	El articulado o el contenido originario de los actos legislativos y, por ende, su numeración o contenido, pueden verse afectados por las disposiciones de actos legislativos posteriores modificatorios.

	En estos textos ordenados, como su nombre lo indica, se consigna el texto legislativo originario, tal como ha quedado con los cambios, agregados o supresiones que ha experimentado con posterioridad.

	Como norma general, se considera que esta facultad no es materia de ley, por lo que debe entenderse incluida en la potestad reglamentaria del Presidente de la República, aun tratándose de leyes formales, a menos que, como en el caso presente, se estime conveniente otorgar al Primer Mandatario atribuciones para modificar aspectos formales de las normas que se refunden y coordinar y sistematizar las respectivas normas.

	Todas las disposiciones transitorias fueron aprobadas por unanimidad.

Constancias reglamentarias.

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:

Que los artículos 1°, 2° y 3° tienen el carácter de orgánico constitucionales, por modificar la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Adminsitración del Estado y la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Que no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

Que el proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad, por lo que no hay opiniones disidentes que consignar.

Que no hay artículos ni indicaciones rechazadas. 

Texto del proyecto aprobado.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os dará a conocer en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente

�Proyecto de ley:

	"Artículo 1°.� Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado:

	1. Intercálase, en el inciso segundo del artículo 1°, entre las frases "Fuerzas de Orden y Seguridad Pública" y "las Municipalidades", la expresión "los Gobiernos Regionales,".

	2. Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:

	"Artículo 3°.� La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común, fundamentalmente a través de la elaboración, aprobación, ejecución y control de planes, programas y acciones de desarro�llo nacional, regional y local.

	La Administración deberá observar los principios de la probidad administrati�va, de la transparencia, de la eficiencia y de la eficacia, de la responsabilidad, de la coordinación, de la impugnabilidad y del control, y garantizará la adecuada autonomía de los grupos interme�dios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier activi�dad económica, en conformidad con la Consti�tución Política y las leyes.

	El principio de la probidad admi�nistrativa se regirá por las normas del título III de esta ley.".

	3. Sustitúyese, en el artículo 4°, la frase "El Estado será responsable por los daños que causen" por "La Administración del Estado será responsable de los daños que cause", eliminando la frase "los órganos de la Administración".

	4. Sustitúyese el inciso primero del artículo 5°, por el siquiente:

	"Artículo 5°.� Las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficien�te e idónea administración de los recursos públicos."

Sustitúyese el artículo  7° por el siguiente:

“Artículo 7°. Los funcionarios de la Administración del Estado estarán afectos a un régimen jerarquizado y disciplinado. Deberán cumplir fiel y esmeradamente sus obligaciones para con el servicio y obedecer las órdenes que les imparta el superior jerárquico.”

	6. Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, a continuación de la expresión "cumplimiento de sus funcio�nes,", la frase "procurando la simplifica�ción y rapidez de los trámites,".

	7. Modifícase el artículo 13 de la siguiente manera:

	a) En el inciso primero, intercálase, a continuación de la expresión "el respectivo estatuto" la frase "y con los que establece el título III de esta ley".

	b) En el inciso segundo, después del punto seguido, agrégase la siguiente oración: "Se prohíbe cualquier discriminación ajena a la capacidad o idoneidad personal de quienes postulen legalmente a desempeñar esos em�pleos."

	8. En el artículo 16, suprímese la frase "y de usar su autoridad o cargo en fines ajenos a sus funciones", así como la coma (,) que la precede.

	9. Reemplázase el inciso segundo del artículo 18, por el siguiente:

	"Las normas del presente título no se aplicarán a la Contraloría General de la República, al Banco Central, a las Fuerzas Armadas y a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, a los Gobiernos Regionales, a las Municipalidades, al Consejo Nacional de Televisión y a las empresas públicas creadas por ley, los que se regirán por las normas constitucionales pertinentes, por sus respectivas leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado, según corresponda, y por las disposiciones del título III de esta ley que no les sean expresamente inaplicables. "  

	10. En el inciso primero del artículo 45 agrégase, a continuación de la palabra “siguientes” , la  frase "y en el título III de esta ley."

	11. Intercálase, en los artículos 14, 47, inciso primero, y 53, entre las palabras "carácter" y "técnico", la palabra "ético", seguida de una coma (,).

	12. Sustitúyese, en el Título Final, en la numeración de su primer artículo, el guarismo "54", por "76".

�	Artículo 2°.- Agrégase el siguiente título III, nuevo, a la ley N° 18.575:

"TITULO III

DE LA PROBIDAD ADMINISTRATIVA

Párrafo 1°

Reglas generales

	Artículo 54.� Las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa. Este consiste en la observancia de una conducta funcionaria moralmente intachable y en una entrega honesta y leal al desempeño de la función y cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.

	Su inobservancia acarreará la responsabilidad y sanciones que determinen la Constitución, el párrafo cuarto de este título y las demás normas legales.

	Artículo 55. El interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz. Se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en la razonabilidad e imparcialidad de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el cumplimiento de las funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa.

	Artículo 56. Las actuaciones de la Administración son públicas, salvo las excepciones establecidas con arreglo a la ley.

	Toda función pública se ejercerá con transparencia, de manera que se permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en el ejercicio de ella, sin perjuicio de las materias que, por razones de seguridad o interés nacional, calificadas por la ley, deban mantenerse en reserva o secreto. 

Párrafo 2°

De las inhabilidades e incompatibilidades administrativas

		Artículo 57.� Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar o permanecer en la Administración del Estado:

		a) Las personas naturales que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales  o más, con el respectivo organismo de la Administración del Estado. Tampoco podrán hacerlo quienes tengan litigios pendientes, o los promuevan, con la institución de que se trata, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive.

	Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores,  representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales, o litigios pendientes, con el organismo de la Administración a cuyo ingreso se postule.

		b) El cónyuge, los hijos, los adoptados, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive, de los funcionarios directivos del organismo de que se trate, hasta el nivel de jefe de departamento, o su equivalente, inclusive .

		De producirse esta inhabilidad por designación posterior de un funcionario directivo, el subalterno relacionado deberá ser destinado a una dependencia en que no exista, entre ambos, una relación jerárquica directa.

		c) Las personas declaradas en quiebra calificada como fraudulenta por sentencia judicial ejecutoriada.”

	Artículo 58.� Para los efectos del artículo anterior, los postulantes a un cargo público deberán prestar una declaración jurada en la que expresen no encontrarse afectos a alguna de las causales de inhabilidad previstas en ese precepto. La falsedad de esta declaración será penada en conformidad a lo dispuesto por el artículo 210 del Código Penal.  

	Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, quien ingresare a la Administración del Estado habiendo ocultado a la autoridad llamada a extender el nombramiento la existencia de una causal de inhabilidad, será sancionado con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, aplicada administrativamente por el jefe superior del respectivo organismo. La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo, y será apelable, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente, la que resolverá en única instancia,  previa vista de la causa.

	Artículo 59.� La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que ese ejercicio implique desarrollar actividades incompatibles con su desempeño funcionario.  

	Son incompatibles con el ejercicio de la función pública administrativa las actividades particulares que coincidan con la jornada ordinaria o extraordinaria de labores. Las actividades particulares del funcionario deberán desarrollarse fuera de la jornada de trabajo, salvo que se hiciere uso de los permisos que reconoce la ley estatutaria. En todo caso, tales actividades se desarrollarán siempre con recursos privados y en instalaciones no pertenecientes a la Administración.

	Asimismo, son incompatibles con el ejercicio de la función pública administrativa las actividades particulares de los funcionarios que se refieran a las materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por la división, departamento, sección u oficina a que pertenezca; la realización de cualquier gestión ante los órganos u organismos de la Administración, distinta del ejercicio de sus derechos, y la representación de un tercero en juicio o en acciones civiles en que sea parte un organismo de la Administra�ción del Estado, salvo que sea en favor de las personas señaladas en la letra b) del artículo 57.

Párrafo 3°

De las declaraciones de patrimonio y de  intereses

		Artículo 60.� El Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subse�cretarios, los Embajadores, los Intendentes y Gobernadores; los consejeros del Banco Central, los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los directores de las empresas del Estado, los Jefes Superiores de Servicio, los Oficiales Generales de las Fuerzas Armadas y los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, deberán presentar una declaración jurada de patrimonio y de  intereses dentro de los treinta días siguientes a la asunción del respectivo cargo o función.

		Los Oficiales Superiores de las Fuerzas Armadas y los niveles jerárquicos equivalen�tes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; los funcionarios directivos, profe�sionales y técnicos de los organismos de la Administración del Estado, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente; quienes pertenezcan a las plantas de fiscalizadores de las entidades fiscalizadoras, y los alcaldes, concejales y consejeros regionales, deberán presentar una declaración jurada de intereses dentro del mismo plazo señalado en el inciso anterior. 

		Artículo 61.� La declaración de patrimonio deberá contener la individualiza�ción de todos los bienes inmuebles del funcionario. Incluirá, además, mención de los bienes muebles de significación económica relevante, según lo señale el reglamento, incluidos los derechos que correspondan al funcionario en cualquier tipo de comunidad o sociedad, constituida en Chile o en el extranjero, y los depósitos a plazo o documentos financieros en moneda nacional o extranjera que posea. Comprenderá, asimismo, la individualización de los contratos de cuenta corriente que tenga suscritos en Chile o en el extranjero, así como de las obligaciones patrimoniales que constituyan el pasivo del funcionario. Incluirá, también, un estado general de situación de los bienes de su cónyuge, hijos y adoptados.

		La declaración de intereses deberá contener la individualización de las actividades profesionales, inversiones y cualquier clase de negocios que posea o en que participe el funcionario, y que le proporcionen o puedan proporcionarle, ingresos económicos, sea como persona natural, o como socio o director de una sociedad.

		Artículo 62.� La declaración de patrimonio y la de intereses serán públicas, deberán actualizarse cada cinco años y, en todo caso, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el cargo o función.

		Artículo 63.� El Presidente de la República deberá remitir al Presidente del Senado las declaraciones a que se refiere este párrafo dentro de los treinta días siguientes a la asunción de su cargo, la que será actualizada dentro de los treinta días posteriores a la expiración del mandato presidencial.

		En los organismos de la Administración del Estado, las declaraciones de patrimonio y de intereses deberán extenderse en dos ejemplares. Estos serán entregados al jefe de personal o a quien haga sus veces, quien remitirá uno de ellos, en el plazo que fije el reglamento, a la Contraloría General de la República o a la Contraloría Regional correspondiente, para su custodia, archivo y consulta pública.

		Tratándose de las declaraciones de intereses de alcaldes y concejales corresponderá al primero adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la obligación establecida en el inciso anterior. En el caso de los consejeros regionales, tal obligación recaerá sobre el intendente respectivo.

		La Contraloría General de la República informará a la Cámara de Diputados sobre las declaraciones recibidas, dentro de los sesenta días posteriores a su ingreso en ese organismo, con expresa mención de quienes hubieren omitido presentarlas en cada organismo de la Administración del Estado.

		Un reglamento establecerá los requisitos de los formularios en que se presentarán las declaraciones de patrimonio y de intereses, y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este párrafo.

Párrafo 4°

De la responsabilidad y de las sanciones

	Artículo 64.� La infracción a las conductas exigibles prescritas en este título hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que correspondan. 

	Las reparticiones encargadas del control interno en los organismos de la Administración del Estado, cualquiera sea la denominación con que las haya establecido la ley, tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este título, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.

	Artículo 65.- La designación de una personal inhábil, según lo previsto en el artículo 57, será nula. Esta nulidad, sin embargo, no obligará a la restitución de las remuneraciones percibidas por el inhábil, ni afectará la validez de los actos realizados entre la designación y la declaración de nulidad.

	Incurrirá en responsabilidad administrativa el funcionario que, por negligencia inexcusable, hubiere intervenido en la tramitación de un nombramiento nulo en razón de inhabilidad.

	Artículo 66.- Las inhabilidades sobrevinientes deberán ser comunicadas por el funcionario afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días siguientes de la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo 57. En el mismo acto,  deberá presentar su renuncia al cargo o función, salvo que se trate de la situación prevista en el literal b), inciso segundo, de ese artículo.

	El incumplimiento de esta norma será sancionado con la medida disciplinaria de destitución.

	Artículo 67.- La no presentación oportuna de las declaraciones de patrimonio y de intereses, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, aplicables a la autoridad o funcionario infractor, en tanto no dé cumplimiento a su presentación, y hará incurrir en responsabilidad administrativa al jefe de personal o a quien, en razón de las funciones que desem�peña, debió haber advertido oportunamente la omisión, sin salvarla. Transcurridos treinta días desde que la declaración fuera exigi�ble, se presumirá incumplimiento del infrac�tor, y será aplicable lo dispuesto en los incisos siguientes.

	El incumplimiento de la obligación de presentar esas declaraciones será sancionada con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales,  impuesta administrativamente por resolución del jefe superior del respectivo organismo, y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos y oficios públicos en su grado medio. La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo, y será apelable, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, ante la respectiva Corte de Apelaciones, la que resolverá en única instancia, previa vista de la causa. La pena de inhabilitación se aplicará por sentencia judicial dictada en proceso de acción pública. 

	No obstante lo señalado en el inciso anterior, el infractor tendrá el plazo fatal de cinco días contado desde la notificación de la resolución a que se refiere dicho inciso, para presentar la declaración omitida. Si así lo hiciere, no le será aplicable la pena de inhabilitación y la multa aplicada de conformidad al inciso anterior se rebajará a la mitad.

Será obligatorio para el jefe superior del respectivo organismo deducir la acción penal correspondiente si, transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, no se hubiere subsanado la omisión.

	Al incumplimiento de la obligación de actualizar las declaraciones de patrimonio y de intereses, se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y cuarto de este artículo.

	Artículo 68.� La falsedad u omi�sión maliciosa o inexcusable de las declara�ciones de patrimonio y de intereses se san�cionará con la destitución, y le será apli�cable lo dispuesto en el artículo 210 del Código Penal, sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles o penales que correspondan.

	Artículo 69.� Sin perjuicio de las responsabilidades penales a que dieren lugar, contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa, las siguientes conductas ilícitas:

	1. Negar información administrativa que sea de acceso público en conformidad a la ley;

	2. Usar en beneficio propio o de las personas indicadas en la letra b) del artículo 57 la información reservada o privi�legiada a la que se tuviere acceso en razón de la función pública que se desempeña;

	3. Hacer valer indebidamente la posi�ción funcionaria para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un bene�ficio directo o indirecto para sí o para un tercero:

	4.  Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en prove�cho propio o de  terceros;

	5. Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para fines ajenos a los institucionales;

	6. Aceptar, para sí o para alguna de las personas mencionadas en la letra b) del artículo 57, invitaciones, viajes, obse�quios o tratamientos no aceptados oficial�mente por la institución a que se pertenece, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o conce�sionarios de éstos, y

	7.  Intervenir en decisiones que le interesen personalmente o a alguna de las personas indicadas en la letra b) del artículo 57, o que recaigan en asuntos en que se ha tenido participación como abogado, testigo o peri�to, emitido públicamente opinión o informe, o tenido cualquier tipo de actuación que le reste imparcialidad. Los funcionarios debe�rán abstenerse de participar en estos asun�tos, sin perjuicio de poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta.

	Artículo 70.� Prohíbese a los ex funcionarios indicados en el  artículo 60 de esta ley, aceptar empleos, cargos o representaciones remunerados de personas naturales o jurídicas subvencionadas o sometidas a la regulación, fiscalización o supervigilancia directa del organismo de la Administración del Estado al que perteneciere el funcionario, o que hubieren contratado con tal organismo la provisión de bienes, la prestación de servicios o la realización de obras, si los montos a que ascienden los contratos respectivos superasen las doscientas cincuenta unidades tributarias mensuales en el respectivo año calendario o en alguno de los dos años calendarios precedentes. Igual prohibición será aplicable a quienes, en virtud de contratos a honora�rios, hubieren prestado asesoría directa y continua en los procesos de toma de decisión directivos del respectivo órgano u organismo de la Administración del Estado.

Quienes  ingresen a una actividad privada distinta de las referidas en el inciso anterior, no podrán realizar tramitación o gestión alguna ante la divi�sión, departamento, sección u oficina a que pertenecieron o con la cual estuvieron vinculados, hasta dos años después de haber cesado en ella. Igual prohibición es aplica�ble a quienes, encontrándose en la situación prevista en el inciso anterior, hubieren ingresado a la actividad privada directamen�te relacionada con la función pública trans�currido el plazo allí establecido.

	La contravención a lo dispuesto en este artículo será sancionada con multa de cincuenta a doscientas cincuenta unidades tributarias mensuales y con la pena accesoria de inhabilitación temporal para el ejercicio de todo cargo o función pública por el término de cinco años. La multa se aplicará en su grado máximo a la persona natural, o al representante legal de la persona jurídica que, conociendo o no pudiendo menos que conocer la existencia de la situación prevista en el inciso primero de este artículo, proceda a la contratación de una persona en contravención a lo allí establecido.

	Estas sanciones serán impuestas por sentencia judicial dictada en proceso de acción pública. No obstante, será obligato�rio para el jefe superior del respectivo organismo  interponer las querellas correspondientes.

	Artículo 71.� Toda infracción a las disposiciones de esta ley será sanciona�da disciplinariamente con estricta sujeción al mérito del sumario y de acuerdo con las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la contravención.

	Artículo 72.� En caso de inexis�tencia de normas estatutarias expresas que regulen el procedimiento disciplinario en un organismo afecto a las disposiciones de este título, deberá instruirse un proceso que contemple, a lo menos, las siguientes etapas: investigación, formulación de cargos, recepción de descargos y la notificación al inculpado o a su abogado de las medidas adoptadas durante la tramitación.

	Artículo 73.- En los casos en que la ley esta�blezca la sanción aplicable para un caso concreto, se aplicará ésta, con prescinden�cia de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad administrativa.

	Artículo 74.� Se considerará cir�cunstancia atenuante de la responsabilidad administrativa de un funcionario público todo hecho que destaque en él condiciones especiales de excelencia, dedicación, res�ponsabilidad y profesionalismo, y en espe�cial, las siguientes:

	a) La irreprochable conducta anterior;

	b) Haber sido inducido por un superior a cometer la falta, sin perjuicio de la responsabilidad de éste;

c) La confesión oportuna de la falta cometida;

	d) Proporcionar a las autoridades correspondientes información cierta y rele�vante que permita descubrir irregularidades adicionales relacionadas con el hecho denun�ciado o investigado, y

	e) Procurar, por propia iniciati�va, resarcir el daño o compensar el perjui�cio ocasionado.

	Artículo 75.� Agravará la respon�sabilidad determinada en un sumario adminis�trativo toda circunstancia que demuestre en el inculpado una actuación premeditada, de mala fe y, en especial, las siguientes:

	a) Reincidir en la comisión de faltas administrativas;

	b) Cometer la falta desobedeciendo la orden expresa de un superior o anteriores llamados de atención, debidamente consignados en su hoja de vida;

	c) Cometer la falta abusando de la confianza depositada en él por sus superio�res;

	d) Cometer la falta para ocultar otra;

	e) Atribuir o intentar atribuir a un tercero inocente la responsabilidad por la falta cometida, y

	f) Infringir varias obligaciones funcionarias con la misma acción u omi�sión.".

	Artículo 3°.� Modifícase de la siguiente forma la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido se fijó por decreto N° 662, de 1992, del Ministerio del Interior:

	1. Intercálase, en el inciso primero del artículo 36, entre las palabras "carác�ter" y "técnico", la palabra "ético", segui�da de una coma (,).

2. Agrégase, como nuevo inciso segundo del artículo 36, el siguiente, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectiva�mente: "Dicho personal deberá observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el título III de la ley N° 18.575.".

	3. Intercálase, en el artículo 42, entre las palabras "carácter" y "técnico", la palabra "ético", seguida de una coma.

	Artículo 4°.� Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:

	1. Reemplázase la letra g) de su artículo 55 , por la siguiente: "g) Observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el título III de la ley N° 18.575"�

	2. Sustitúyese la letra h) de su artículo 55, por la siguiente: "h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reserva�dos con arreglo a la ley;".

	3. Deróganse las letras b), c), f) y g) del  artículo 78.

	4. Suprímese, en la letra h) del  artículo 78, la expresión: "o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones”.

	5. Suprímese en los incisos primero y segundo  del artículo 79, la palabra "direc�ta" que sucede a la expresión "relación jerárquica".

6. Sustitúyese el artículo 87, por el siguiente:

	"Artículo 87.- La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que ese ejercicio implique desarrollar activida�des incompatibles con su desempeño funciona�rio, conforme con lo establecido en el artículo 59 de la ley N° 18.575."

	Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales:

	1. Reemplázanse la letra g) del artículo 58,  por la siguiente: "g) Observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el título III de la ley N° 18.575"�

	2. Sustitúyese la letra h) del artículo 58,  por la siguiente: "h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reserva�dos con arreglo a la ley;".

	3. Deróganse las letras b), c), f) y g) del artículo 82.

	4. Suprímese, en la letra h) del artículo 82, la expresión: "o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones”.

	5. Suprímese en los incisos primero y segundo  del artículo 83, la palabra "direc�ta" que sucede a la expresión "relación jerárquica".

6. Sustitúyese el artículo 91,  por el siguiente:

	"Artículo 91.- La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que ese ejercicio implique desarrollar activida�des incompatibles con su desempeño funciona�rio, conforme con lo establecido en el artículo 59 de la ley N° 18.575.”

	DISPOSICIONES TRANSITORIAS

	Primera.� El Presidente de la República dictará los reglamentos a que se refieren las normas contenidas en el artícu�lo 2° de esta ley en el plazo de 180 días contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.

	Segunda.� Las autoridades y fun�cionarios en actual servicio deberán presen�tar las declaraciones  juradas de patrimonio y de intereses, reguladas en el párrafo III del artículo 2° de esta ley, en el plazo de sesenta días contados desde la entrada en vigencia del reglamento previsto en ese párrafo.

	Tercera.� Los funcionarios que a la fecha de ingreso a la Administracion del Estado se hubieren encontrado en alguna de las situaciones descritas en el artículo 57, letra b), de la ley N° 18.575, deberán dejar constancia de este hecho en sus declaraciones de patrimonio y de intereses. Si no estuvie�ren obligados a presentarlas, deberán efec�tuar una declaración simple, suscrita con ese preciso fin, la que deberán entregar al jefe de personal del servicio en el plazo de sesenta días contados desde la vigencia de esta ley.

	Estos funcionarios no podrán desempeñarse en la unidad de trabajo en que ejerce su cargo el directivo con el cual están relacionados. La autoridad máxima del organismo en que se verifique esta situa�ción, deberá destinar al empleado subalterno a una oficina de distinta dependencia, en el mismo plazo fijado en el inciso anterior.

	La Contraloría General elaborará una nómina de los funcionarios a que se refiere esta disposición, de la cual remitirá copia a la Presidencia de la República y a la Cámara de Diputados.

	Cuarta.� Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, a contar de la fecha de publicación de esta ley, y mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nos. 18.575, 18.695, 18.834 y 18.883, pudiendo introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, pero sólo en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización.

	En el ejercicio de estas facultades, el Presidente de la República contará con todas las atribuciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos anteriormente indicados, pero ellas no podrán importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.

	-------- 

	Se designó Diputado Informante al señor Zarko Luksic Sandoval.

	Sala de la Comisión, a 8 de mayo de 1996.





	



	Acordado en sesiones de fechas 15 y 22 de noviembre de 1995, 10 y 24 de enero, 6 de marzo, 3 de abril y 8 de mayo  de 1996, con asistencia de los señores Luksic (Presidente), Cardemil, Chadwick,  Elgueta, Espina, Ferrada, Martínez Ocamica, Pérez Lobos, Viera-Gallo y señora Wörner.







Adrián Alvarez Alvarez

Secretario de la Comisión















� Creada por el Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, el 5 de abril de 1994, como una instancia de estudio y colaboración de propuestas de políticas públicas e iniciativas legales que, contribuyendo a perfeccionar la democracia, refuercen los procedimientos e instituciones que cautelan el cumplimiento de los deberes legales y éticos en la actividad pública.

� Entre las normas generales, esta LOC consagra un conjunto de reglas bases que contienen mandatos de conductas deseables, disposiciones conformadoras de determinadas maneras de actuar que se consideran valiosas y dignas de mantenerse y estimularse, ideas guías de acción futura o principios, que si bien son, en general, de carácter jurídico, …por el contenido prevalente que ponen de relieve, admiten ser clasificados en principios político administrativos, jurídicos, estatutarios y administrativos en stricto sensu. Rolando Pantoja Bauzá. Bases Generales de la Administración del Estado. Editorial Jurídica. Ediar-Conosur Ltda. Pág. 61.

� que no era objeto de modificación alguna.

� Ley común o ley orgánica constitucional.

� Comisión Nacional de Ética Pública.Informe, pág. 8.

� En tal sentido. Rolando Pantoja Bauzá. Bases Generales de la Administración del Estado.Ediar-Conosur Ltda. Santiago. 1987. Pág. 63.

� El señor Rolando Pantoja Bauzá precisó que el órgano es un cargo unipersonal o un cuerpo colegiado que tiene la aptitud de expresar voluntad pública, normalmente la del organismo por el cual actúan.

El organismo, en cambio, es una organización centralizada, descentralizada, acentralizada o desconcentrada, en su caso, según los varios casos que pueden presentarse dentro del universo administrativo, que se caracteriza por contar con elementos humanos –una planta de personal --, financieros –un presupuesto propio – y materiales –bienes muebles e inmuebles --, legalmente adscritos a la dirección de una jefatura responsable, para alcanzar por medio de ellos un fin público. Organismo puede ser sinónimo, cuando corresponda, de servicio público o de institución, como los denomina el Estatuto Administrativo.

Desde este punto de vista, el Ministerio, en cuanto está a cargo de un Ministro, sin tener adscritos elementos humanos, financieros y materiales para alcanzar sus fines, puesto que son proveídos por la respectiva Subsecretaría, es un órgano unipersonal que orgánicamente abarca sólo al jefe de gabinete y a la secretaría del Ministro, aunque funcionalmente extienda sus atribuciones a lo que la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración llama sector de la Administración, en su artículo 19.

En tanto, una Subsecretaría o un servicio público es un organismo, pues está modelado por la ley como una organización que reúne todos los caracteres antes indicados y expresa su voluntad oficialmente a través de sus respectivos órganos, el Subsecretario o el jefe superior de servicio.
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